SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS

CONCEPTO JURÍDICO No. 020 DE 2011 

(Enero 18)

Ref : Su solicitud de concepto1

 

Respetado señor Suárez:

La consulta realizada por el peticionario es la siguiente: “Ante el evento de la puesta en marcha de las Normas Internacionales de Información Finanaciera – NIIF en el país y preocupado por la responsabilidad que nos corresponde tener a los Revisores Fiscales, me gustaría preguntarle lo siguiente: CUAL ES EL PRONUNCIAMIENTO DE LA SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS SOBRE LA RESPONSABILIDAD DEL REVISOR FISCAL CON RELACIÓN A LAS NIIF, A PARTIR DE LA FECHA DE SU ADOPCIÓN” 

Antes de brindar una respuesta a su consulta, debemos advertir que la misma se formula con el alcance previsto en el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la entidad ni tienen carácter obligatorio ni vinculante.

En primer lugar es preciso indicar que en términos generales el marco normativo de la revisoría fiscal se encuentra definido por la Ley 145 de 1960, la Ley 43 de 1990, el Código de Comercio y el Decreto 2649 de 1993, entre otras. En dicho sentido, la Superintendencia de Sociedades a través de Circular Externa No. 115-000011, impartió instrucciones relacionadas con la revisoría fiscal, las cuales, según expresa, constituyen el marco integral que sobre la materia debe ser observado por los entes económicos sujetos a su supervisión y sus revisores fiscales. Así, tal y como lo ha expresado dicha Superintendencia, la circular referida es de obligatorio acatamiento por parte de las sociedades que estén bajo su supervisión y por parte de los revisores fiscales que presten sus servicios a estas últimas. (Ver numeral 1 de la Circular).

 

 

Ahora bien, ha de indicarse que esta Entidad se referirá en términos generales y de forma eminentemente ilustrativa en lo que a la materia objeto de su consulta se refiere, a la luz de lo dispuesto por la Ley 1314 de 2009.

Como consideración preliminar se debe indicar que el Congreso de la República mediante la Ley 1314 de 2009 estableció la convergencia de las normas de contabilidad, de información financiera y de aseguramiento de información. Así, el artículo 1° de la referida ley establece: “... Con observancia de los principios de equidad, reciprocidad y conveniencia nacional, con el propósito de apoyar la internacionalización de las relaciones económicas, la acción del Estado se dirigirá hacia la convergencia de tales normas de contabilidad, de información financiera y de aseguramiento de la información, con estándares internacionales de aceptación mundial, con las mejores prácticas y con la rápida evolución de los negocios.”
Así, el ámbito de aplicación de la referida ley2 se circunscribe a TODAS las personas naturales y jurídicas que, de acuerdo con la normatividad vigente, estén obligadas a llevar contabilidad, así como a los contadores públicos, funcionarios y demás personas encargadas de la preparación de estados financieros y otra información financiera, de su promulgación y aseguramiento.
De igual forma la referida ley a través del artículo 9 indica que la Junta Central de Contadores3 continuará actuando como tribunal disciplinario y órgano de registro de la profesión contable, incluyendo dentro del ámbito de su competencia a los Contadores Públicos y a las demás entidades que presten servicios al público en general propios de la ciencia contable como profesión liberal.

Ahora bien, en lo que respecta a las autoridades de supervisión, dicha norma estipuló que: 

“ARTÍCULO 10. AUTORIDADES DE SUPERVISIÓN. Sin perjuicio de las facultades conferidas en otras disposiciones, relacionadas con la materia objeto de esta ley, en desarrollo de las funciones de inspección, control o vigilancia, corresponde a las autoridades de supervisión:

1. Vigilar que los entes económicos bajo inspección, vigilancia o control, así como sus administradores, funcionarios y profesionales de aseguramiento de información, cumplan con las normas en materia de contabilidad y de información financiera y aseguramiento de información, y aplicar las sanciones a que haya lugar por infracciones a las mismas.

1. Expedir normas técnicas especiales, interpretaciones y guías en materia de contabilidad y de información financiera y de aseguramiento de información. Estas actuaciones administrativas, deberán producirse dentro de los límites fijados en la Constitución, en la presente ley y en las normas que la reglamenten y desarrollen.” 

PARÁGRAFO. Las facultades señaladas en el presente artículo no podrán ser ejercidas por la Superintendencia Financiera de Colombia respecto de emisores de valores que por ley, en virtud de su objeto social especial, se encuentren sometidos a la vigilancia de otra superintendencia, salvo en lo relacionado con las normas en materia de divulgación de información aplicable a quienes participen en el mercado de valores.

En consecuencia, tal y como lo señala en numeral primero del citado artículo 10, será deber de las entidades que ejercen funciones de inspección, control y vigilancia vigilar que tanto las empresas de servicios públicos como sus funcionarios y profesionales encargados del aseguramiento de la información4 cumplan las normas pertinentes en relación con la contabilidad, información financiera y aseguramiento de información y aplicar las sanciones a que haya lugar por infracciones a las mismas. En consecuencia, si alguna de las empresas de servicios públicos, sus funcionarios o profesionales encargados de realizar el aseguramiento de la información incumplen lo preceptuado en dichas normas, deberá aplicarse el artículo 10° de la Ley 1314 de 2009.

Por último es preciso indicar -a manera de simple información-, que el Consejo Técnico de la Contaduría Pública emitió el Concepto N° 13 a través del cual se encargó de resolver algunos interrogantes que le fueron planteados respecto de los efectos de la Ley 1314 de 2009 en el ejercicio profesional de los revisores fiscales. 

Cordialmente, 

Jefe Oficina Asesora Jurídica

1Reparto: 1925 Radicado No. 2010-529-068457-2 

2 Ley 1314 de 2009. Artículo 2.

3 Unidad Administrativa Especial con personería jurídica, creada por el Decreto Legislativo 2373 de 1956, actualmente adscrita al Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, en desarrollo de las facultades asignadas en el artículo 20 de la Ley 43 de 1990

4 En relación con las normas de aseguramiento de la información, el artículo 5° de dicha ley establece que: “ARTÍCULO 5o. DE LAS NORMAS DE ASEGURAMIENTO DE INFORMACIÓN. Para los propósitos de esta ley, se entiende por normas de aseguramiento de información el sistema compuesto por principios, conceptos, técnicas, interpretaciones y guías, que regulan las calidades personales, el comportamiento, la ejecución del trabajo y los informes de un trabajo de aseguramiento de información. Tales normas se componen de normas éticas, normas de control de calidad de los trabajos, normas de auditoría de información financiera histórica, normas de revisión de información financiera histórica y normas de aseguramiento de información distinta de la anterior.

PARÁGRAFO 1o. El Gobierno Nacional podrá expedir normas de auditoría integral aplicables a los casos en que hubiere que practicar sobre las operaciones de un mismo ente diferentes auditorías.

PARÁGRAFO 2o. Los servicios de aseguramiento de la información financiera de que trata este artículo, sean contratados con personas jurídicas o naturales, deberán ser prestados bajo la dirección y responsabilidad de contadores públicos.”

